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Expediente: 40/2020 

 

ACUERDO 55/2020, de 23 de julio, del Tribunal Administrativo de Contratos 

Públicos de Navarra, por el que se resuelve la reclamación especial en materia de 

contratación pública interpuesta por doña M. J. C. G., en nombre y representación de la 

UTE CESPA & ACCIONA, frente al Acuerdo de la Comisión Permanente de la 

Mancomunidad de la Ribera, de 10 de marzo de 2020, por el que se renuncia a la 

adjudicación del contrato del servicio de limpieza viaria en municipios de la 

Mancomunidad de la Ribera. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Con fecha 30 de enero de 2019 se publicó en el Portal de 

Contratación de Navarra el anuncio de licitación del contrato de “Limpieza viaria en 

municipios de la Mancomunidad de la Ribera”. 

 

A dicha licitación concurrieron cuatro licitadores. Producida la apertura y la 

valoración de la documentación relativa a los criterios de adjudicación sometidos a 

juicio de valor (Sobre Nº 2), la Mesa de Contratación acordó excluir, con fecha 27 de 

noviembre de 2019, a dos licitadores porque sus ofertas no alcanzaron la puntuación 

mínima de 25 puntos contemplada en el Pliego de Bases Reguladoras, y excluir a la 

UTE CESPA & ACCIONA por el incumplimiento de la prestación de horas/m² 

establecida en el Pliego de Bases Reguladoras, resultando dicha oferta técnicamente 

inadecuada y no garantizando adecuadamente la correcta ejecución del contrato. 

 

La exclusión de la UTE CESPA & ACCIONA le fue notificada el 5 de 

diciembre de 2019, haciéndose constar lo siguiente: 

 

 “(…). Efectuada la correspondiente valoración técnica de la oferta formulada en la 

propuesta para el municipio de Tudela se compromete a barrer un total de 18.090.332 
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m2 y una productividad de 981 m2/ hora. Sostiene su propuesta en que apuesta por un 

servicio mecanizado mediante baldeos mixtos, fregados y barridos mecánico que 

permiten un trabajo manual con mayor rendimiento que el establecido en el Pliego de 

bases Reguladoras de 700m2/hora 

 

Sin embargo, se constata que conforme a lo contenido en su propuesta en la 

distribución del servicio se realizan 16.018,08 horas de barrido manual frente a las 

24.336 establecidas en el PBR lo que supone realizar 8.318 horas menos y trasladado a 

los metros cuadrados a barrer aplicando la productividad establecida en el PBR de 

rendimiento de 700m2/hora resultan 12.154.100 millones de metros cuadrados frente a 

los 17.976.700 establecidos en el PBR y que suponen 5.822.600 m2 menos. Las horas 

de servicios mecanizados no constan incrementadas en su oferta respecto a los 

establecido en el Pliego por lo que no se justifica el incremento del rendimiento elevado 

en su oferta a 981m2/hora. 

 

Considerando que su oferta resulta técnicamente inadecuada y no garantiza 

adecuadamente la correcta ejecución del contrato por lo que se Acuerda la exclusión 

de la referida oferta de la presente licitación.” 

 

SEGUNDO.- Con fecha 13 de diciembre de 2019, la UTE CESPA & ACCIONA 

interpuso una reclamación especial en materia de contratación frente a la citada 

exclusión. 

 

TERCERO.- Por el Acuerdo 4/2020, de 23 de enero, de este Tribunal, se estimó 

la reclamación interpuesta, anulando el acuerdo recurrido y “retrotrayendo las 

actuaciones al momento anterior al mismo, de modo que se proceda a la valoración y 

puntuación de la oferta de la UTE reclamante”. 

 

En el fundamento de derecho séptimo de dicho Acuerdo se sintetizan las 

alegaciones que fueron formuladas por la reclamante de la siguiente forma: 

 

“ (…), manifiesta en esencia, que su oferta no incumple las prescripciones del 

Pliego, habida cuenta que no se exigen en el mismo rendimientos que deban ser 

respetados, siendo obligatorias las horas efectivas para cada servicio, excepto en el 
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caso del barrido manual en que, lo que resulta obligatorio son los m2 a barrer 

(17.976), y que no se puede al amparo de una supuesta discrecionalidad técnica en la 

valoración decidir que su oferta no es viable técnicamente.” 

 

Asimismo, los motivos de oposición esgrimidos por el órgano de contratación 

fueron los siguientes: 

 
“A ello la entidad contratante opone que en el barrido manual la UTE 

reclamante presenta una significativa reducción de horas que desequilibra el servicio e 

incumple claramente el pliego de prescripciones técnicas; que el rendimiento medio 

previsto en el pliego, en línea con el mayormente utilizado por los entes públicos es 700 

m2 y que conforme al mismo, la oferta de un rendimiento mayor debe ser justificado, 

considerando que no ha sido así en este caso, ya que no es aceptable la justificación de 

que el mayor rendimiento ofertado sea posible mediante un incremento del baldeo 

mixto, pues éste no puede compensar la disminución de horas que presenta, tanto en el 

barrido manual como en el mecánico. Por esa razón rechaza el rendimiento ofertado y 

aplica a las horas ofertadas en barrido manual el rendimiento previsto en el pliego 

(700 m2/hora), en sustitución del ofertado (981 m2), de modo que la cantidad 

resultante, está por debajo de la cantidad de m2 de barrido manual que el Pliego 

señala como mínimos obligatorios. 

 

Junto a estas alegaciones relativas al objeto de discusión centrado en los 

motivos del Acuerdo de exclusión y en la oposición a ellos de la reclamante, la entidad 

contratante desliza una nueva afirmación de carácter técnico, no contenida en la 

motivación del acuerdo impugnado, consistente en que debe excluirse del cómputo de 

las horas ofertadas en concepto de barrido manual, las que se ofertan como barrido 

manual en brigada.” 

 

En el fundamento de derecho noveno se alude a la distinción entre la función 

evaluadora de las ofertas y la consistente en la comprobación de los requisitos mínimos 

exigibles a las ofertas, de tal forma que respecto de la primera se reconoce un amplio 

margen de discrecionalidad a las mesas de contratación, realizándose la siguiente 

advertencia respecto de la segunda: 
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“Sin embargo, en lo que se refiere a la apreciación sobre el cumplimiento de los 

requisitos mínimos, conforme a la doctrina recogida en el fundamento sexto, la 

aplicación del criterio técnico correspondiente ha de estar referida a los elementos 

objetivos, perfectamente definidos en el pliego de prescripciones técnicas de modo que, 

de constatarse un incumplimiento éste debe ser claro y expreso; condiciones que no 

cabría apreciar cuando para advertir un incumplimiento sea necesario acudir a 

razonamientos técnicos más o menos complejos fundados en valoraciones subjetivas o 

juicios de valor.” 

 

Por último, es en el fundamento de derecho décimo en donde se analizan los 

motivos de exclusión de la oferta, concluyéndose que la misma no incumple 

prescripciones mínimas y obligatorias del pliego. Cabe destacar las siguientes 

consideraciones: 

 

 “Este contenido evidencia un claro juicio de valor que pone en relación las 

horas ofertadas, que como se ha visto no constituyen requisito mínimo, con el 

rendimiento base del pliego, que tampoco lo es, para efectuar un cálculo final de 

metros a barrer que da como resultado una superficie inferior a la establecida como 

mínima. Operación que, sin estar prevista en el pliego, realizan al no admitir la 

argumentación de la mayor eficacia proporcionada por el baldeo nocturno propuesto 

por la UTE CESPA-ACCIONA. 

 

A este respecto, debemos recordar la discrecionalidad de la que goza el órgano 

de contratación al definir los requisitos o especificaciones técnicas, pero una vez 

determinadas éstas en el pliego regulador, no cabe, en atención al carácter vinculante 

de dicho documento contractual, relativizarlas ni obviarlas o ampliarlas durante el 

proceso de licitación (Sentencia 442/2018, de 21 de diciembre, del Tribunal Superior 

de Justicia de Navarra) y por tanto, si bien en su momento, en la redacción de los 

pliegos, el órgano de contratación pudo haber precisado los límites y condiciones 

necesarios para la admisión de los rendimientos (m2/h) del barrido manual propuestos 

y no lo hizo, no cabe que lo haga ahora. 

 

(…). 
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De lo expuesto resulta que la motivación de esta exclusión no se sustenta en un 

incumplimiento claro y expreso del Pliego, ni por tanto queda acreditado que la oferta 

sea inadecuada, máxime cuando consta en el expediente la disparidad de criterios 

técnicos al respecto, y por tanto, no se deduce de la oferta que esta sea incongruente o 

se oponga abiertamente a las prescripciones técnicas del pliego. Por ello se ha de dar 

la razón a la reclamante cuando afirma que no cabe al amparo de la discrecionalidad 

técnica en la valoración decidir sobre la viabilidad técnica de la oferta si ésta cumple 

las premisas impuestas. 

 

Sentado lo anterior, debemos señalar, respecto de la aducida por la mesa, 

inadecuación de la oferta, que no se trata de que ésta constituya un riesgo de ejecución 

del contrato, como afirma la reclamante, sólo exigible a la empresa adjudicataria, sino 

que tal conclusión y efectos de la misma, deben venir soportados en incumplimientos 

claros y expresos del Pliego, ajenos a valoraciones subjetivas, propios de la función de 

valoración de ofertas e impropios, como se ha visto, de la función de comprobación de 

cumplimiento de los requisitos técnicos.” 

 

CUARTO.- Por Acuerdo de la Comisión Permanente de la Mancomunidad de la 

Ribera, de 10 de marzo de 2020, se renuncia a la adjudicación del contrato “por motivos 

de interés público justificados en los fundamentos de derecho del presente acuerdo”. 

 

En dicho Acuerdo se alude al artículo 103.1 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de 

abril, de Contratos Públicos (LFCP), con cita del Acuerdo 69/2019, de 7 de agosto, de 

este Tribunal, de la Resolución 497/2019, del Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales, y de la sentencia de 13 de junio de 2011 de la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. 

 

Asimismo, en su fundamento de derecho segundo señala lo siguiente: 

 

“SEGUNDO.- El Acuerdo 4/2020, de 23 de enero, del TACPN, pone de 

manifiesto diversos aspectos del PBR que ha regido la licitación que han distorsionado 

el análisis de las ofertas presentadas y no han atendido adecuadamente al interés 
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público consistente en la identificación de las ofertas adecuadas para la ejecución del 

objeto del contrato. 

 

Entre otros aspectos, el TACPN ha concluido que el PBR no configura como 

requisitos mínimos de licitación ni las horas ofertadas ni el rendimiento base atribuible 

a las diversas modalidades de limpieza, de forma que ha rechazado los criterios 

empleados por la mesa de contratación para considerar las ofertas como adecuadas o 

inadecuadas para el cumplimiento del objeto del contrato, por considerar que no se 

encontraban recogidas de forma clara y expresa en el PBR («si bien en su momento, en 

la redacción de los pliegos, el órgano de contratación pudo haber precisado los límites 

y condiciones necesarios para la admisión de los rendimientos (m2/h) del barrido 

manual propuestos y no lo hizo, no cabe que lo haga ahora»). 

 

El TACPN también ha puesto de manifiesto «la disparidad de criterios técnicos 

al respecto» en los diversos informes de valoración emitidos en el expediente, que 

revelaría la falta de concreción y claridad del PBR en lo referente a los requisitos 

mínimos para considerar una oferta como adecuada o inadecuada, y concluyendo que 

la inadecuación de una oferta debe venir soportada «en incumplimientos claros y 

expresos del Pliego». 

 

En definitiva, el Acuerdo TACPN lleva a la conclusión de que el PBR de la 

licitación no define con suficiente detalle qué se debe entender por una oferta 

inadecuada que se considere insuficiente para satisfacer las necesidades del contrato; o 

que no identifica con suficiente claridad y precisión los parámetros de superficie, 

rendimiento y otros exigidos, o los requisitos mínimos y esenciales que toda oferta debe 

cumplir para ser considerada adecuada al objeto del contrato. 

 

Sin embargo, teniendo en cuenta la importancia capital del servicio de limpieza 

viaria para los Municipios que integran la Mancomunidad, la multiplicidad y 

complejidad de las diversas labores que incluye y el importante volumen económico del 

contrato, resulta imprescindible contar con parámetros precisos y suficientes que 

permitan valorar las ofertas presentadas y determinar aquellas que no cumplan los 

requisitos mínimos y no resulten adecuadas para el correcto cumplimiento del objeto 

del contrato. 
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También los licitadores necesitan conocer esos parámetros y requisitos mínimos 

con suficiente claridad y precisión, a fin de hacer efectivos los principios de 

transparencia, igualdad, no discriminación y libre concurrencia que rigen todo 

procedimiento de licitación. 

 

Por ello, se pone en evidencia el motivo de interés público consistente en la 

necesidad de revisar los pliegos de la licitación para adecuarlos a las necesidades del 

contrato y describir con claridad y previsibilidad los requisitos mínimos y esenciales 

que toda oferta debe cumplir y las condiciones en que una oferta puede ser considerada 

inadecuada o no pertinente para el contrato, por resultar manifiestamente insuficiente 

para satisfacer las necesidades y los requisitos especificados en los pliegos, así como 

los parámetros por los que se evaluarán las ofertas en comparación con las 

condiciones establecidas, sin perjuicio de otros aspectos mejorables que se observen 

para la mejor atención de las necesidades públicas a satisfacer. 

 

La insuficiencia del PBR que rige la licitación actual impide atender a ese 

interés público y determina la necesidad de renunciar a la adjudicación del contrato, a 

fin de revisar el PBR e introducir en el mismo las precisiones necesarias para 

adecuarlo a las necesidades del contrato, describiendo con claridad los requisitos 

mínimos y esenciales que toda oferta debe cumplir y las condiciones en las que las 

ofertas podrán ser consideradas adecuadas o inadecuadas” . 

 

Por ello, tras acordar la renuncia a la adjudicación del contrato, se ordena “a los 

servicios de la Mancomunidad la revisión de los pliegos de la licitación para 

adecuarlos a las necesidades del contrato y describir con claridad y previsibilidad los 

requisitos mínimos y esenciales que toda oferta debe cumplir y las condiciones en que 

una oferta puede ser considerada inadecuada o no pertinente para el contrato, por 

resultar manifiestamente insuficiente para satisfacer las necesidades y los requisitos 

especificados en los pliegos, así como los parámetros por los que se evaluarán las 

ofertas en comparación con las condiciones establecidas, sin perjuicio de la posibilidad 

de proponer otros aspectos mejorables que se observen para la mejor atención de las 

necesidades públicas a satisfacer”. 
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QUINTO.- Con fecha 17 de junio de 2020, doña M. J. C. G. interpuso, en 

nombre y representación de la UTE CESPA & ACCIONA, una reclamación especial en 

materia de contratación pública frente al citado Acuerdo de la Comisión Permanente de 

la Mancomunidad de la Ribera, de 10 de marzo de 2020. 

 

Señala la reclamante que el artículo 103.1 de la LFCP exige que la renuncia se 

fundamente en razones de interés público, se acuerde por el órgano de contratación 

antes de la adjudicación y se notifique a los licitadores, por lo que hay que analizar si 

concurre un interés público que justifique aquella. 

 

Manifiesta que el Informe 3/2013, de 15 de octubre, de la Junta Consultiva de 

Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid, señala que “en relación a la 

posibilidad de renuncia por razones de interés público-económico, se recuerda que son 

principios básicos en la actuación de la Administración Pública tanto la eficiencia, 

conseguir los objetivos al menor coste posible, como la proporcionalidad, en virtud de 

la cual la medida a adoptar ha de ser adecuada al fin que la justifica, necesaria para 

alcanzarlo, y equilibrada, derivándose para el interés general beneficios superiores a 

los inconvenientes que comporta”. 

 

Respecto a la razón de interés público esgrimida por el órgano de contratación, 

considera que el Pliego de Bases Reguladoras permite satisfacer las necesidades del 

contrato, ya que el órgano de contratación no se planteó lo contrario ni al admitir la 

oferta técnica de FCC MEDIO AMBIENTE, S.A., ni al responder a la consulta que la 

UTE CESPA & ACCIONA formuló el 15 de febrero de 2019. 

 

Entiende que la verdadera razón de la renuncia es la desconfianza del órgano de 

contratación en su oferta, al verse obligada a proceder a su valoración, conforme al 

Acuerdo 4/2020, de 23 de enero, de este Tribunal.  

 

Destaca que, es con ocasión del cumplimiento de este Acuerdo, cuando el 

órgano de contratación decidió renunciar a la adjudicación para revisar los pliegos, 

cuando en el momento en que excluyó todas las ofertas presentadas menos una no 

apreció ningún problema en los mismos, por lo que cuestiona que la razón de interés 
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público alegada por el órgano de contratación sea describir con claridad los requisitos 

mínimos de las ofertas. 

 

Incide en que se pretende describir con claridad los requisitos mínimos de las 

ofertas en los nuevos pliegos, pero el acuerdo por el que se renuncia a la adjudicación 

no concreta los requisitos que el actual PBR no cumple, por lo que plantea que el 

verdadero motivo sea penalizar la mecanización del servicio, que es el aspecto que llevó 

al órgano de contratación a excluir su oferta. 

 

Respecto a las causas de interés público admitidas por la doctrina administrativa 

y la jurisprudencia, cita varias sentencias y resoluciones, como la Sentencia del TJUE 

de 16 de septiembre de 1999, asunto C-27/98, las Resoluciones 3/2016, de 12 de enero, 

262/2016, de 15 de abril y 497/2019, de 21 de febrero, del Tribunal Administrativo 

Central de Recursos Contractuales, y el Acuerdo 69/2019, de 7 de agosto, de este 

Tribunal, que aceptan como causas de interés público válidas para renunciar a una 

adjudicación circunstancias como cambios en el contexto económico, insuficiencia de 

licitadores, restricciones presupuestarias, alteraciones de las necesidades durante la 

tramitación o imposibilidad de ejecución del contrato. 

 

Sin embargo, considera que en este caso no existe una motivación adecuada y 

suficiente, sino una mera declaración genérica de intenciones. Al fundar la renuncia en 

la necesidad de describir con claridad los requisitos mínimos y esenciales que toda 

oferta debe cumplir para satisfacer las necesidades del contrato, sin concretar cuáles son 

esas necesidades, se impide fiscalizar a posteriori con la publicación del nuevo pliego si 

se han subsanado o no. 

 

Por ello, solicita que se anule el acuerdo del órgano de contratación por el que se 

renuncia a la adjudicación, y se acuerde continuar el procedimiento teniendo en cuenta 

la oferta de la UTE CESPA & ACCIONA, así como que se proceda a la suspensión 

automática del inicio de cualquier licitación relativa al servicio de la limpieza viaria en 

municipios de la Mancomunidad de la Ribera. 

 

SEXTO.- Con fecha 25 de junio de 2020, este Tribunal remitió al reclamante y 

al órgano de contratación un oficio relativo a la solicitud de suspensión automática de 
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cualquier licitación relativa a este servicio, en el que se señala que no puede atenderse la 

misma, ya que las medidas cautelares que este Tribunal puede adoptar deben estar 

vinculadas a las circunstancias previstas en el artículo 125 de la LFCP, en donde se 

alude a la “suspensión del procedimiento o de cualquier decisión adoptada en el seno 

del mismo”, así como que no puede suspenderse la eficacia de un acto cuya aprobación 

se desconoce y que ni tan siquiera se identifica por el reclamante. 

 

SÉPTIMO.- Con fecha 25 de junio de 2020, la Mancomunidad de la Ribera 

remitió el expediente del contrato y un escrito de alegaciones, dando cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 126.4 de la LFCP. 

 

Señala que, tras la notificación del Acuerdo 4/2020, de 23 de enero, solicitó 

informe jurídico a un letrado para analizar las diversas alternativas, informe que consta 

en el expediente y, en base al cual, la Comisión Permanente deliberó y adoptó el 

acuerdo de renuncia objeto de la reclamación. 

 

Señala que el acuerdo recurrido analiza los requisitos que establece el art. 103.1 

de la LFCP y la doctrina para la renuncia a la adjudicación de un contrato, que son los 

siguientes: 

 

- Debe concurrir una causa de interés público que no encubra una decisión 

arbitraria o discriminatoria, sino que se dirija a la satisfacción del interés 

general, que en el presente caso consiste en la necesidad de revisar los pliegos 

para adecuarlos a las necesidades del contrato y describir con claridad y 

previsibilidad los requisitos mínimos y esenciales que toda oferta debe cumplir y 

las condiciones en que una oferta puede ser considerada inadecuada por ser 

manifiestamente insuficiente para satisfacer las necesidades del contrato, así 

como los parámetros por los que se evaluarán las ofertas, sin perjuicio de otros 

aspectos mejorables. 

 

- La resolución ha de estar suficientemente motivada, considerando que el 

Acuerdo de la Comisión Permanente lo está, ya que describe detalladamente la 

causa de interés público. 
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- La causa debe estar suficientemente identificada y justificada en el expediente. 

 

- Es una potestad discrecional, de modo que su revisión debe limitarse a la 

comprobación de la existencia de una causa de interés público y que la decisión 

no es arbitraria ni discriminatoria. 

 

- Un motivo para justificar la renuncia a la adjudicación es la necesidad de revisar 

los pliegos para ajustar los mismos a las necesidades públicas. Señala que el 

Acuerdo 4/2020, de este Tribunal, puso de manifiesto que el pliego no contenía 

los requisitos mínimos con el detalle, precisión y claridad necesarios, de modo 

que había dado lugar a informes discrepantes y, finalmente, a la exclusión 

anulada por dicho acuerdo. Por ello, es un motivo de interés público contar con 

un pliego que describa adecuadamente los requisitos mínimos y las necesidades 

a satisfacer. 

 

En relación a los argumentos esgrimidos por la reclamante, alega lo siguiente: 

 

1º. Respecto a que no existen razones para concluir que el pliego no permite 

satisfacer las necesidades del contrato, aduce que, entre otros aspectos, la disparidad de 

criterios técnicos en los informes de valoración pone de manifiesto la falta de 

concreción y claridad del pliego sobre los requisitos mínimos. 

 

2º. Respecto a que la desconfianza en la oferta de la reclamante es la auténtica 

razón de la renuncia, rechaza tal afirmación, indicando que es la disparidad de criterios 

técnicos en la valoración de su oferta lo que ha puesto de manifiesto que el pliego 

adolece de claridad y precisión, por lo que no se trata de desconfianza en su oferta sino 

de desconfianza en la precisión del pliego. 

 

3º. Respecto a que no se concretan en el acuerdo de renuncia los requisitos 

mínimos que no se cumplen, señala que esto no es un requisito de validez del acuerdo, 

ya que el interés público obliga a que la concreción y determinación se haga con 

carácter técnico, después de un examen detallado, motivo por el cual el acuerdo ordena 
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revisar los pliegos sin determinarlos con antelación, sin perjuicio de proponer otros 

aspectos mejorables. 

 

4º. Respecto a que nos encontramos ante una potestad discrecional que exige una 

motivación suficiente y no una mera declaración genérica de intenciones, considera que 

el acuerdo objeto de la presente reclamación no es tal, sino que contiene una motivación 

adecuada y suficiente, señalando que la reclamante se limita a manifestar su 

discrepancia con el motivo de interés público que fundamenta la renuncia, pero no 

acredita que la decisión adoptada sea arbitraria. 

 

Por todo ello, solicita la desestimación de la reclamación interpuesta. 

 

OCTAVO.- El 26 de junio de 2020 se dio traslado a los restantes interesados 

para que alegasen lo que estimasen pertinente, conforme a lo dispuesto en el artículo 

126.5 de la LFCP, no habiéndose presentado alegación alguna. 

 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- La Mancomunidad de la Ribera es una entidad local de Navarra, 

por lo que se encuentra sometida a la LFCP en virtud de lo dispuesto en su artículo 

4.1.c), siendo el acto impugnado susceptible de reclamación ante este Tribunal 

conforme al artículo 122.2. 

 

SEGUNDO.- La reclamación formulada se fundamenta en la infracción de las 

normas de concurrencia en la licitación del contrato, conforme al artículo 124.3.c) de la 

LFCP. 

 

TERCERO.- La interposición de la reclamación se ha realizado en la forma y 

dentro del plazo legalmente previstos en los artículos 126.1 y 124.2.b) de la LFCP. 

 

CUARTO.- La reclamación ha sido interpuesta por persona legitimada, 

conforme a lo previsto en los artículos 122.1 y 123.1 de la LFCP. 
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QUINTO.- El acto impugnado es el Acuerdo de la Comisión Permanente de la 

Mancomunidad de la Ribera, de 10 de marzo de 2020, por el que se renuncia a la 

adjudicación del contrato del servicio de limpieza viaria en municipios de la 

Mancomunidad de la Ribera.  

 

Como consta en los antecedentes, la reclamante cuestiona la razón de interés 

público alegada por el órgano de contratación para la renuncia; considera, además, que, 

en este caso, no existe una motivación adecuada y suficiente, sino una mera declaración 

genérica de intenciones, alegando, a su vez, que el Pliego de Bases Reguladoras permite 

satisfacer las necesidades del contrato;  finalmente añade que la verdadera razón de la 

renuncia es la desconfianza del órgano de contratación en su oferta, al verse obligado a 

proceder a su valoración, conforme al Acuerdo 4/2020, de 23 de enero, de este Tribunal.  

 

Por su parte el órgano de contratación rebate dichas alegaciones como se expone 

en los antecedentes y manifiesta que se cumple con los requisitos que establece el art. 

103.1 de la LFCP y la doctrina para la renuncia a la adjudicación de un contrato: 

concurrencia de una causa de interés público que no encubra una decisión arbitraria o 

discriminatoria, acuerdo suficientemente motivado, con descripción detallada de la 

causa de interés público. Añade que se trata de una potestad discrecional, por lo que la 

revisión debe limitarse a la comprobación de la existencia de una causa de interés 

público, indicando que el propio Acuerdo de este Tribunal puso de manifiesto que el 

pliego no contenía los requisitos mínimos. 

 

Tras lo expuesto se deduce claramente que la cuestión a resolver en la presente 

reclamación es la conformidad a Derecho o no del Acuerdo de renuncia a la 

adjudicación del contrato.   

 

Para ello comenzaremos recordando lo dispuesto en el Artículo 103 de la LFCP: 

 

“1. Sólo podrá renunciarse a la adjudicación del contrato por razones de 

interés público debidamente justificadas. En este caso, no podrá promoverse una nueva 

licitación de su objeto en tanto subsistan las razones alegadas para fundamentar la 

renuncia. 
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2. El desistimiento del procedimiento deberá estar fundado en una infracción no 

subsanable de las normas de preparación del contrato o de las reguladoras del 

procedimiento de adjudicación, debiendo justificarse la concurrencia de la causa. El 

desistimiento no impedirá la iniciación inmediata de un nuevo procedimiento de 

licitación. 

 

3. La renuncia a la celebración del contrato o el desistimiento del procedimiento 

sólo podrán acordarse por el órgano de contratación antes de la adjudicación. 

 

4. En el caso en que el órgano de contratación renuncie a celebrar un contrato 

para el que haya efectuado la correspondiente convocatoria, o decida reiniciar el 

procedimiento para su adjudicación, lo notificará a quienes hayan licitado, informando 

también a la Comisión Europea de esta decisión cuando el contrato haya sido 

anunciado en el Diario Oficial de la Unión Europea”. 

 

En relación con la renuncia a un contrato, en nuestro Acuerdo 69/2019, de 7 de 

agosto, reprodujimos la Resolución 400/2017, de 5 de mayo, del Tribunal 

Administrativo Central de Recursos Contractuales, que sintetiza su doctrina sobre esta 

materia del siguiente modo: 

 

“Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse en diversas ocasiones en 

relación con la renuncia y desistimiento del contrato. De las principales resoluciones 

dictadas en la materia, puede destacarse lo siguiente: 

(…) 

b) En el caso de la renuncia, (…), basta con que se justifique en el expediente la 

concurrencia de una causa de interés público que determine la renuncia. En este 

sentido, se ha señalado que si el órgano de contratación es libre de iniciar o no el 

procedimiento de contratación, esta libertad alcanza asimismo a la posibilidad de 

renunciar a la celebración de un contrato encontrándose en curso un procedimiento de 

contratación, siempre que existan razones de interés público para ello, como no puede 

ser de otro modo, puesto que ningún ente del sector público puede verse constreñido a 

celebrar un contrato si existen razones justificadas para estimar improcedente dicha 

contratación. Ahora bien, ello siempre con el límite de que en ningún caso la 

discrecionalidad puede encubrir una decisión arbitraria, debiendo siempre estar 



15 
 

dirigida la actuación administrativa a la satisfacción del superior interés general 

(resolución nº 731/2014). 

c) Para que proceda válidamente la renuncia es necesario por ello que se den 

tres requisitos: i) que la renuncia se acordada por el órgano de contratación antes de 

la adjudicación del contrato; ii) que concurra una causa de interés público y iii) que la 

resolución sea motivada y que las razones se encuentren justificadas en el expediente. 

(…) 

Debe tenerse en cuenta que la apreciación de las causas de interés público que 

hayan de motivar la renuncia del contrato constituye una potestad discrecional, y por 

tanto su revisión por este Tribunal se encuentra forzosamente limitada y se constriñe a 

comprobar que se alega una causa razonable que no produzca discriminación ni 

arbitrariedad y sin que sea necesario que por el órgano de contratación se acredite 

exhaustivamente la concurrencia de la causa alegada, bastando con que la misma 

aparezca suficientemente identificada y justificada en el expediente. (…)” 

 

Lo expuesto se puede complementar con la sentencia del Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid 608/2019, de 21 de octubre, que en referencia al acto de renuncia en 

la contratación pública señala, en lo que interesa,  que “El desistimiento de la 

Administración no se configura de esta manera como una opción de libre utilización 

por la misma, sino como una solución a la que únicamente podrá acudirse cuando la 

prosecución de las actuaciones o de la ejecución del contrato perjudique el interés 

público o sea incompatible con él " (Memoria del Consejo de Estado, año 2000),  

siendo lícita la renuncia cuando la prosecución de los trámites del procedimiento de 

adjudicación perjudique al interés público, imponiendo a los órganos de contratación el 

deber de extremar el cuidado en la preparación correcta de los contratos de manera que, 

en la medida de lo posible se eviten situaciones que puedan dar lugar a la necesidad de 

renunciar a la licitación por un defecto de los actos preparatorios que impida conseguir 

el fin que se pretendía y de paso se vean afectados los licitadores que de buena fe 

participan en el procedimiento y muestran sus ofertas viendo luego revocada la 

licitación. 

 

Insiste el juzgador, en cuanto a ideas esenciales, en el deber de atender el 

"interés público" como elemento central para ejercer el control sobre la decisión 

recurrida y la necesidad de motivar el acto.   
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Siguiendo con la recapitulación de jurisprudencia sobre la materia igualmente 

resulta de interés reproducir lo expuesto en la Resolución 284/2017, de 4 de octubre, del 

Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, en el que 

frente a la renuncia del órgano de contratación a un lote de la licitación, justificado en 

un error en el PPT señala lo siguiente:  “esa circunstancia no puede ser considerada 

como una causa de interés público que impida la adjudicación ni la concurrencia 

puesto que existen en el procedimiento licitadoras que cumplen los requisitos. 

 

Nos encontramos posiblemente ante una omisión que el órgano de contratación 

califica de error material a la hora de confeccionar los Pliegos y fijar los requisitos de 

un determinado producto pero dicho error no invalida un procedimiento ni impide que 

el producto cumpla su finalidad por lo que no aprecia la existencia de causa de interés 

público para renunciar. 

 

Además existen licitadoras admitidas y la decisión de renunciar al contrato 

produciría una clara vulneración de los principios de confianza legítima y vulneración 

de la doctrina de los actos propios”. 

 
Finalmente interesa reproducir la sentencia 348/2020, de 10 de marzo, de la Sala 

de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, en la que se resuelve acerca de 

un recurso interpuesto contra la decisión de Metro de Madrid de desistir de un contrato 

tras haber recaído una resolución previa del Tribunal Administrativo de Contratación 

Pública de la Comunidad de Madrid, que concluía que la oferta del adjudicatario debía 

ser excluida. En su sentencia el Tribunal Supremo señala que esta circunstancia ya 

resultaba de los pliegos y que no fue discutida por ninguno de los licitadores ni por el 

propio órgano de contratación que, con ocasión de la reclamación presentada ante el 

Tribunal de Contratación de Madrid, defendió que el servicio podía prestarse y por tanto 

avala la actuación de la Sala de instancia en la que concluye, analizadas las 

manifestaciones de las partes, que no se ha justificado la causa para fundamentar el 

desistimiento. Señala la Sala su sorpresa –trasladable al caso- ante el cambio de la 

entidad contratante que contradiciendo el criterio mantenido hasta entonces en que 

había sostenido que la tramitación de la licitación se había ajustado a las normas y 

principios que regían la contratación pública pasa a sostener que debía de desistirse del 
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procedimiento de licitación con el fin de cambiar los términos de la licitación y 

garantizar adecuadamente los principios de la contratación pública, al no haberse 

garantizado tal y como está configurada la licitación, la igualdad de trato entre los 

licitadores sin apreciar, señala el juzgador, causa que lo justifique. 

 

SEXTO.- Expuesto el marco legal y, sucintamente, la doctrina aplicable a la 

renuncia en la contratación pública, procede entrar a analizar las circunstancias del caso 

que nos ocupa y verificar si se cumplen los requisitos para su efectividad.  

 

Debemos partir de que, tal como reconoce el reclamante, no se cuestiona que la 

renuncia se realice antes de la adjudicación ni su notificación, y por tanto lo que se 

cuestiona y es objeto de la reclamación, es la concurrencia de interés público y su 

debida motivación en el expediente en cuestión.  

 

Para ello debemos recordar que “el concepto de “interés público” constituye, 

como es sabido, el prototipo de concepto jurídico indeterminado caracterizado, como 

su propio nombre indica, por la indeterminación previa de los supuestos precisos 

constitutivos de su existencia, debiendo ser, en cada caso, el operador jurídico quien 

resuelva, en vista de las circunstancias concurrentes, si existe o no un interés público 

que pueda justificar la decisión adoptada, dado que el interés público es, a fin de 

cuentas, la razón de ser justificadora de toda la actuación de la Administración y de los 

Poderes Públicos en general, que no pueden actuar arbitrariamente adoptando 

decisiones por simple conveniencia o cambiar injustificadamente de criterio. 

(Resolución 1120/2015, de 4 de diciembre, del Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales) y por tanto debemos valorar en el caso concreto la 

concurrencia del interés público alegado. 

 

De igual modo la determinación de si existe interés público en la decisión ha de 

tener en cuenta que la medida sea adecuada al fin, necesaria y equilibrada y de ella se 

deriven beneficios superiores a los inconvenientes que soporta, lo que precisa de una 

ponderación sobre si la renuncia realmente aumenta o disminuye el bienestar o interés 

general (Resolución 162/2015, de 7 de octubre, del Tribunal Administrativo de 

Contratación Pública de la Comunidad de Madrid). 
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Tras lo expuesto procede analizar la causa de interés público alegada por el 

órgano de contratación:  “el motivo de interés público consistente en la necesidad de 

revisar los pliegos de la licitación para adecuarlos a las necesidades del contrato y 

describir con claridad y previsibilidad los requisitos mínimos y esenciales que toda 

oferta debe cumplir y las condiciones en que una oferta puede ser considerada 

inadecuada o no pertinente para el contrato, por resultar manifiestamente insuficiente 

para satisfacer las necesidades y los requisitos especificados en los pliegos, así como 

los parámetros por los que se evaluarán las ofertas en comparación con las 

condiciones establecidas, sin perjuicio de otros aspectos mejorables que se observen 

para la mejor atención de las necesidades públicas a satisfacer.” 

 

Como se puede comprobar el motivo invocado no es otro que la necesidad de 

revisar los pliegos porque, según se aduce, se deben adecuar a las necesidades del 

contrato, describir con claridad los requisitos mínimos esenciales, así como integrar 

otros aspectos mejorables que se observen. Pues bien, en aplicación de la doctrina 

anteriormente expuesta, debemos analizar si los beneficios que se consiguen con esta 

medida son superiores a los perjuicios que se causan.  

 

Desde este punto de vista debemos tener en cuenta que el supuesto beneficio es 

adecuar los pliegos a las necesidades del contrato y describir con claridad los requisitos 

mínimos que deben cumplir las ofertas así como otros aspectos mejorables;  sin 

embargo, la renuncia planteada por el órgano de contratación en el momento en que lo 

realiza requiere analizar con detenimiento las circunstancias peculiares del supuesto en 

cuestión.  

 

Así, sorprende –siguiendo el parecer del TS, en la Sentencia citada-  que las 

citadas carencias advertidas en el pliego en ningún momento se hayan cuestionado con 

anterioridad, cuando su redacción era manifiesta y conocida en todo momento tanto por 

el órgano de contratación como por los licitadores participantes, sin que ninguno 

realizara objeciones, quedando en consecuencia los pliegos firmes y consentidos. Más 

bien al contrario, su defensa se ha realizado con vehemencia en el procedimiento de 

reclamación sustanciado ante este Tribunal con ocasión del Acuerdo 4/2020, de 23 de 

enero, y sólo tras dicho Acuerdo es cuando se plantea la necesidad de su precisión, 
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Acuerdo además que ha sido aceptado y ninguna de las partes lo ha recurrido en la 

jurisdicción contencioso-administrativa.  

 

Sin embargo los perjuicios que ocasiona la renuncia son importantes puesto que, 

efectivamente, como se alega por la reclamante, supone renunciar a un procedimiento 

que lleva año y medio en tramitación y requerirá de una nueva redacción y publicación 

de la licitación, teniendo en cuenta además que en el procedimiento en curso ya están 

abiertas las ofertas técnicas.  De igual modo no podemos negar el perjuicio que supone 

la decisión de renunciar al contrato para las licitadoras admitidas que produciría una 

clara vulneración de los principios de confianza legítima y de la doctrina de los actos 

propios. A ello debemos añadir que si bien el pliego puede resultar mejorable, ello no 

puede justificar una renuncia al procedimiento de licitación en curso, máxime cuando 

nada impide que las ofertas admitidas cumplan con la finalidad de la licitación y en este 

sentido se pronunció este Tribunal, en el Acuerdo 4/2020, por el que se estima la 

reclamación, anulando el acuerdo de exclusión de la reclamante y ordenando la 

retroacción de las actuaciones al momento anterior al mismo, de modo que se proceda a 

la valoración y puntuación de la oferta de la licitadora excluida, estimación que se 

produce únicamente por no considerar justificado el motivo alegado para la exclusión 

del licitador y sin que se apreciase causa justificada de nulidad por oscuridad o falta de 

precisión del pliego, que pueda justificar ahora la renuncia a la licitación como se 

pretende. 

 

A ello debemos añadir que, en el caso que nos ocupa, se motiva el acuerdo de 

renuncia del siguiente modo:  

 

“En definitiva, el Acuerdo TACPN lleva a la conclusión de que el PBR de la 

licitación no define con suficiente detalle que se debe entender por una oferta 

inadecuada o que no identifica con suficiente claridad y precisión los parámetros de 

superficie, rendimiento y otros exigidos, o los requisitos mínimos y esenciales que toda 

oferta debe cumplir para ser considerada adecuada al objeto del contrato. 

 

Sin embargo, teniendo en cuenta la importancia capital del servicio de limpieza 

viaria para los Municipios que integran la Mancomunidad, la multiplicidad y 

complejidad de las diversas labores que incluye y el importante volumen económico del 
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contrato, resulta imprescindible contar con parámetros precisos y suficientes que 

permitan valorar las ofertas presentadas y determinar aquellas que no cumplan los 

requisitos mínimos y no resulten adecuadas para el correcto cumplimiento del objeto 

del contrato. 

También los licitadores necesitan conocer esos parámetros y requisitos mínimos 

con suficiente claridad y precisión, a fin de hacer efectivos los principios de 

transparencia, igualdad, no discriminación y libre concurrencia que rigen todo 

procedimiento de licitación. 

 

Por ello, se pone en evidencia el motivo de interés publico consistente en la 

necesidad de revisar los pliegos de la licitación para adecuarlos a las necesidades del 

contrato y describir con claridad y previsibilidad los requisitos mínimos y esenciales 

que toda oferta debe cumplir y las condiciones en que una oferta inadecuada o no 

pertinente para el contrato, por resultar manifiestamente insuficiente para satisfacerlas 

necesidades y los requisitos especificados en los pliegos, así como los parámetros por 

los que se evaluaran las ofertas en comparación con las condiciones establecidas, sin 

perjuicio de otros aspectos mejorables que se observen para la mejor atención de las 

necesidades públicas a satisfacer. 

 

La insuficiencia del PBR que rige la licitación actual impide atender a ese 

interés público y determina la necesidad de renunciar a la adjudicación del contrato, a 

fin de revisar el PBR e introducir en el mismo las precisiones necesarias para 

adecuarlo a las necesidades del contrato, describiendo con claridad los requisitos 

mínimos y esenciales que toda oferta debe cumplir y las condiciones en las que las 

ofertas podrán ser consideradas adecuadas o inadecuadas.” 

 

De la motivación del acuerdo podemos concluir la voluntad del órgano de 

contratación de revisar el pliego motivado en su falta de claridad y en posibles mejoras; 

sin embargo, lo que no justifica es por qué la falta de claridad impide continuar 

válidamente el procedimiento actual y valorar las ofertas admitidas, sin que nuestro 

Acuerdo pueda servir de justificación a la renuncia puesto que nada se cuestiona al 

respecto.    
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En este sentido no podemos olvidar que si bien es fundamental en el análisis de 

la legalidad de la renuncia verificar la consistencia de los motivos de interés público 

alegados para sustentarla, tal como se afirma en la Resolución 91/2015 del Órgano 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi 

(OARC / KEAO) “tal análisis debe apreciar, entre otras cosas, que dichos motivos 

sean coherentes con los hechos y el itinerario procedimental anteriores al acto ahora 

impugnado”  y por ello, teniendo en cuenta que los motivos esgrimidos para justificar la 

renuncia ya existían cuando se dictó nuestro anterior Acuerdo anulando la adjudicación, 

por lo que, de igual modo, “Llegados a este punto, no es consecuente ni coherente con 

el historial del procedimiento y con las actuaciones anteriores del poder adjudicador 

que la causa alegada justifique la renuncia a la celebración del contrato solo después 

de una Resolución del OARC / KEAO que supone una retroacción de actuaciones y, en 

su caso, un cambio de adjudicatario, lo que lleva a anular el acto impugnado por ser 

insuficiente su motivación” y en el presente caso por tanto no cabe dicha motivación 

para justificar la renuncia.  

 

Finalmente debemos reparar en otro de los motivos en los que se fundamenta la 

renuncia de la licitación  - “la posibilidad de proponer otros aspectos mejorables que se 

observen para la mejor atención de las necesidades públicas a satisfacer”- que, 

igualmente, debemos rechazar puesto que como venimos sosteniendo, como 

consecuencia de la doctrina esgrimida, el razonamiento que justifique la decisión de 

renunciar en aras a ese interés público no cabe que sea invocado de forma abstracta, 

como se deduce de este motivo concreto, so pena de incurrir en arbitrariedad adoptando 

decisiones por simple conveniencia o cambio injustificado de criterio.  

 

Por dichas razones no podemos apreciar la existencia de causa de interés público 

para la renuncia no siendo conforme a Derecho el Acuerdo adoptado por la Comisión 

Permanente de la Mancomunidad de la Ribera. 

 

En consecuencia, previa deliberación, por unanimidad y al amparo de lo 

establecido en el artículo 127 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 

Públicos, el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra, 
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ACUERDA: 

 

1º. Estimar la reclamación especial en materia de contratación pública 

interpuesta por doña M. J. C. G., en nombre y representación de la UTE CESPA & 

ACCIONA, frente al Acuerdo de la Comisión Permanente de la Mancomunidad de la 

Ribera, de 10 de marzo de 2020, por el que se renuncia a la adjudicación del contrato 

del servicio de limpieza viaria en municipios de la Mancomunidad de la Ribera. 

 

2º. Notificar este acuerdo a doña M. J. C. G., en su condición de representante de 

la UTE CESPA & ACCIONA, a la Mancomunidad de la Ribera, así como al resto de 

interesados que figuren en el expediente a los efectos oportunos, y acordar su 

publicación en la página del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra. 

 

3º. Significar a los interesados que frente a este Acuerdo, que es firme en la vía 

administrativa, puede interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en el plazo de 

dos meses contados a partir de su notificación. 

 

Pamplona, 23 de julio de 2020. LA PRESIDENTA, Silvia Doménech Alegre. 

EL VOCAL, Ignacio Carrillo de Albornoz Alfaro. LA VOCAL, María Pilar Gay-Pobes 

Vitoria. 

 

 


